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XI PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE, TRANSITORIA Y ESPECIAL 

ACUERDO PLENARIO N.0 01-2019/CIJ-116 

BASE LEGAi.: Artículo 116 del Texto Único Ordenado 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

ASUNTO: Prisión Preventiva: Presupuesto y requisitos 

Lima, diez de septiembre de dos mil diecinueve 

Los jueces supremos de lo Penal, integrantes de las salas penales Permanente, 
ransitoria y Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en 
leno Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículol 16 del Texto 

,· nico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el 
/siguiente: 

/ 

ACUERDO PLENARIO 

l. ANTECEDENTES

1.0 Las salas penales Permanentes, Transitoria y Especial de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, en virtud de la Resolución Administrativa 120-2019-P-PJ, 
de veintiuno de febrero de dos mil diecinueve, con el concurso del Centro de 
Investigaciones Judiciales, bajo la coordinación del señor San Martín Castro, 
realizaron el XI Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de los Jueces 
Supremos de lo Penal - dos mil diecinueve, que incluyó la participación respectiva 
en los temas objeto de análisis propuestos por la comunidad jurídica, a través del 
Link de la Página Web del Poder Judicial -abierto al efecto-, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 116 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial -en adelante, LOPJ-, a fin de dictar Acuerdos Plenarios para concordar la 
jurisprudencia penal y definir la doctrina legal correspondiente. 

2.0 El XI Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de dos mil diecinueve se 
realizó en tres etapas. 
oo La primera etapa estuvo conformada por dos fases. Primera: la convocatoria a la 
comunidad jurídica y la selección d'e los temas del foro de aportes con participación 
ciudadana ra proponer los puntos materia de análisis que necesitan interpretación 

me y la generación de una doctrina jurispru e cial para garantizar la deb · a 
ión d criterios d los jueces en los pr ces jurisdiccionales a su ca go, 
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5.0 La segunda etapa consistió en el desarrollo de la audiencia pública que se realizó 
el martes 9 de julio de 2019. Hicieron uso de la palabra, en cuanto a los presupuestos 
de la Prisión Preventiva: A. Lugardo Ramiro Gonzáles Rodríguez, Fiscal Adjunto 
Supremo Jefe del área Especializada en Delitos de Enriquecimiento Ilícito y 
Denuncias Constitucionales, y Martín Felipe Salas Zegarra, Fiscal Adjunto Superior 
de la Cuarta Fiscalía Superior Especializada de Delitos de Corrupción, designados 
por la Señora Fiscal de la Nación, Zoraida A valos Rivera, en representación del 
Ministerio Público. B. Walter Gutiérrez Camacho, Defensor del Pueblo. C. Miguel 
Ángel Pizarra Guerrero, Director de Ética del Colegio de Abogados del Callao, 
epresentante de la Junta Nacional de Decanos de los Colegios de Abogados del 
erú . 

• 
0 La tercera etapa residió, primero, en la sesión reservada de análisis, debate y 

eliberación de las ponencias; y, segundo, en la votación y obtención del número 
onforme de votos necesarios, por lo que, en la fecha, se acordó pronunciar el 

Acuerdo Plenario que se emite conforme a lo dispuesto en el artículo 116 de la 
LOPJ, que faculta a las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia de la 
República a pronunciar resoluciones vinculantes con la finalidad de concordar y 
definir criterios jurisprudenciales que han de ser de obligatorio cumplimiento en 
todas las instancias judiciales. 

7.0 Han sido ponentes los señores SAN MARTÍN CASTRO, NEYRA FLORES, 
SEQUEIR0S VARGAS, CHÁ VEZ MELLA y CASTAÑEDA ESPIN0ZA. 

11. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

¡ § l. DEFINICIÓN Y ALCANCES DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 

1.0 La prisión preventiva es una institución procesal, de relevancia constitucional, 
que, como medida de coerción de carácter personal, priva procesalmente de la 
libertad personal a un imputado por un tiempo determinado, legalmente previsto y 
judicialmente establecido, en función a la tutela de los fines característicos del 
proceso -que éste se desarrolle regularmente en función a su meta de 
esclarecimiento de la verdad ( ordenada averiguación de los hechos), a la necesidad 
de garantizar la presencia del imputado a las actuaciones procesales y al 
aseguramiento de la ejecución de la pena [BAR0NA VILAR, SILVIA: Prisión

provisional y medidas alternativas, Editorial Bosch, Barcelona, 1988, pp. 20-21]-. 
oo Así las cosas, se tiene, de un lado, que el d¡znzeho a la lib¡zrtad, al igual que todos 
los derechos no revista carácter absoluto -tiene, como es lógico y coherente en el 
juego de contrapesos constitucionales, posibles restricciones-, pero es de tener 
presente ue la libertad epresenta un papel nuclear en el sistema del Esta 

1tucio al, por l que su limitación de decidirse con las gar tías 
constituci nales y le ales corre ondientes (Se ten ia del Tribunal Constit cional / 
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La prueba en el proceso penal acusatorio, Editorial Jurista Editores, Caro & 
Asociados y CEDPE, Lima, 2012, pp.163-169]. 

18.0 La motivación de una prisión preventiva, como acto limitativo de un derecho 
fundamental, en el doble sentido de expresión del fundamento de Derecho en que se 
basa la decisión y del razonamiento seguido para llegar a la misma, es un requisito 
indispensable del acto de limitación del derecho (STCE 52/1995, de 23 de febrero). 
La cuidadosa pond¡z:raeión, a que, por ejemplo, hace referencia la STCE 6/2005, de 
14 de marzo, FJ 7mo., implica identificar los intereses en juego, asignar a cada uno 
de ellos la importancia que merecen y decidir sobre las prioridades entre unos y 
otros para el caso en concreto. Para la decisión de prisión preventiva el juez tendrá 
que tener en cuenta la situación y las circunstancias del caso concreto para 

� comprobar que se cumplen los requisitos establecidos en la ley; y, la adecuada 
// \ onderación exige que se realice, por un lado, un examen de los hechos, de todas las 

ircunstancias que puedan concurrir y del auto de prisión y, por otro, si la 
1 stricción del derecho fundamental a la libertad es inevitable en virtud de proteger 

n bien jurídico que en el caso concreto debe prevalecer, sin perjuicio de entender 
que la privación procesal de la libertad es una medida excepcional y como tal ha de 
considerarse y aplicarse [STCE 18/1999, de 22 de febrero, FJ. 2do. SERRANO 
MAÍLLO, ISABEL: El derecho a la libertad y la prisión provisional. En: UNED. 
Anuario de la Escuela de Práctica Jurídica, N. º 1, 2006, Madrid, pp. 2 y 11]. 
oo Motivación, justificación y fundamento tienen una estrecha relación. Como se 
sabe, motivar implica dar o explicar la razón o motivo que se ha tenido para hacer 
algo, jmitifiear el acto -o el resultado-, de probar algo con razones convincentes. 
Estas razones o motivos son, esencialmente, el f undam¡z:nto de las medidas de 
coerción. La motivación, al fin y al cabo, constituye una exigencia formal pero de 
clara repercusión en la legitimidad material del tratamiento al individuo [PUJADAS 
TORTOSA, VIRGINIA: Obra citada, p. 190]. 

19.0 Los fundamentos de hecho y de derecho de la resolución coercitiva han de tener 
en cuenta las postulaciones y alegaciones de las partes procesales; es decir, su 
razonamiento ha de cumplir con los principios de exhaustividad y congruencia. El 
argumento judicial debe ser puntual, preciso y concreto, sin incurrir en abundancia 
expositiva ni citas extensas y confusas de lo que fluye de las fuentes-medios de 
investigación o, su caso, de prueba -cantidad no es necesariamente calidad y rigor 
narrativo-, así como de invocaciones doctrinarias sin mayor relevancia para la 
dilucidación del caso concreto y de los problemas que plantea. Ha de cultivarse la 
concisión y la rigurosidad explicativa para la determinación de los elementos de 
investigación o de prueba -según la naturaleza de la información utilizada- que 
justifique las conclusiones fácticas -de sospecha fuerte desde el derec 

o a orio- y jurídicas correspondí ntes.
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20.0 En lo atinente a los nzquisitrn, intrínsieos,-dicen del contenido de la actuación 
estatal en concreto- la prisión preventiva -como toda medida limitativa de 
derechos- están constituidos por los sub-principios de necesidad, idoneidad y 
proporcionalidad en sentido estricto -así desarrollado por la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional Federal Alemán [BVerfGE 30, 392 (316) y BVerfGE 77, 84 
(107)]-. Ello importará que, en ningún caso, podrá adoptarse la prisión preventiva 
de forma instrumental, como modo de presionar al imputado para obtener su 
confesión o algún tipo de colaboración, perdiendo así su función cautelar y 
aseguratoria de la prueba, o como un modo de ganar tiempo para investigar 
[SCoIDH, caso Chaparro Álvarez y otro, de 21 de noviembre de 2007, párr. 103; y, 
STEDH, caso Cebotari vs. Moldavia, de 13 de noviembre de 2007, párr. 48]. 

/� 
1. 0 La prisión preventiva (11 será necesaria si, en el caso concreto, es indispensable 

// Í� ara el fin de aseguramiento perseguido, siempre que no exista otra medida menos
Y - J ravosa ( comparecencia con restricciones) que cuenten con la misma aptitud o 

/ ficacia para asegurar al imputado al proceso -relación medio-medio-. (ii) Será 
idónea si la prisión preventiva permite alcanzar el fin constitucionalmente legítimo y 
socialmente relevante -relación medio-fin-. (iil1 Será estrictamente proporcional si 
la prisión preventiva no resulta exagerada o desmedida frente a las ventajas que se 
obtiene mediante la restricción y el cumplimiento de la finalidad de aseguramiento 
personal perseguida. 

22. 0 El artículo 268 del Código Procesal Penal atendió cabalmente a estos requisitos /l al consignar, según el modelo germano, el presupuesto material referido a los
motivos di prisión: (i) delito grave -aunque solo autorizó la prisión preventiva, 
desde una perspectiva objetiva y meramente cuantitativa, si la pena concreta 
probable sería superior a cuatro años de privación de libertad (literal 'b' del citado 
artículo 268 del Código Procesal Penal), siendo del caso tener en cuenta el 
progresivo expansionismo punitivista de nuestras escalas penales para una gran 
cantidad de delitos y, además, la introducción de la "vigilaneia ilietróniea pirsonal" 
que importó su aplicación para delitos con una pena no mayor a ocho años de 
privación de libertad (artículo 5.1, literal 'a', del Decreto Legislativo 1322, de 6 de 
enero de 2017), lo que en su día el legislador, conforme al derecho comparado, debe 
tener en cuenta para aumentar la perspectiva penológica de lo que debe entenderse 
por dilito gravi, que muy bien, desde una relación con la vigilancia electrónica 
personal, podría fijarse aproximadamente en los diez de pena privativa de libertad-; 
y, (ii) peligrosismo procesal -identificó los únicos dos peligros que aceptó: peligro 
de fuga y peligro de obstaculización (literal 'c' del referido artículo 268 del Código 
Procesal Penal), y, para su determinación, aportó criterios específicos o parámetros 
para ponderar una decisión coercitiva, desde luego bajo una perspectivas de numerus

apertus o ejemplificativa, en los artículos 269-270 del Código Procesal Penal-. A 
este úl · o punto, es de · sistir ue las disposicio e citadas carecen de taxativida , 

, más bi catálogo ilu ra ·vo de pautas de peligro · ad 
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